
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / SOLICITUD DE ACLARACIÓN Y ADICIÓN DEL FALLO DE TUTELA - Accede ante la posible duda que se puede generar en el momento de cumplir la orden impuesta

De conformidad con lo solicitado por el accionante, para la Sala procede la petición de aclaración del fallo de segunda instancia, por cuanto se advierte que en efecto la orden impartida en el numeral segundo del fallo de 8 de noviembre de 2018, se puede llegar a prestar para confusiones alrededor de si esos 10 días que se le conceden al Tribunal Administrativo de Cundinamarca son solo para efectuar un nuevo sorteo de conjuez en el evento en el que el juez ad hoc [L.A.C.M.] no comparezca o aplica también para los demás posibles jueces ad hoc que durante el trámite no comparezcan o se declaren impedidos, hasta que alguna autoridad judicial avoque el conocimiento del proceso del actor. (...) [El actor] insistió en que dicha autoridad ha dejado transcurrir un tiempo considerable sin desplegar alguna actuación para garantizar que algún conjuez acepte el cargo y avoque el conocimiento de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho que interpuso desde el 14 de diciembre de 2006. (...) tal objeto de la litis no fue decidido, razón por la cual procede la petición de adición del fallo de segunda instancia dictado el 8 de noviembre de 2018. En ese sentido, se adiciona el fallo de la referencia en el entendido de que en el caso en el cual los jueces ad hoc, en el plazo fijado, no asuman el conocimiento del proceso del actor sin manifestar las razones para no hacerlo, se ordena al Tribunal Administrativo de (...) compulsar copias al Consejo Superior de la Judicatura, con el fin de que estos funcionarios sean investigados disciplinariamente, con lo cual, se materializa el “control efectivo” al que hizo referencia el [actor].

FUENTE FORMAL: CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO - ARTÍCULO 285 / CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO - ARTÍCULO 287 /DECRETO 2591 DE 1991 - ARTÍCULO 3 / DECRETO 1069 DE 2015 - ARTÍCULO 2.2.3.1.1.3

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá, D.C., veintinueve (29) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-01730-01(AC)A
Actor: PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA - PRESIDENCIA

Acción de Tutela – Auto que resuelve solicitud de adición y aclaración de sentencia

Procede la Sala a resolver la solicitud de adición y aclaración del fallo de tutela de segunda instancia proferido por esta Sección el 8 de noviembre de 2018, presentada por el señor Pedro Octavio Munar Cadena. 

1. ANTECEDENTES

1.1. La tutela

El señor Pedro Octavio Munar Cadena, por medio de apoderada y con escrito presentado el 28 de mayo de 2018, interpuso acción de tutela en contra de la Presidencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca con el fin de reclamar el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia.

Las mencionadas garantías constitucionales las consideró vulneradas como consecuencia de la falta de adopción de medidas dirigidas a asegurar la designación y posesión de un conjuez para que avoque el conocimiento de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho que interpuso el 14 de diciembre de 2006 contra la Nación – Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, radicado No. 11001333100120120019001.

Como sustento de la vulneración adujo que el Tribunal no ha adoptado medidas dirigidas a asegurar la designación y posesión del conjuez electo en su proceso. Precisó que la autoridad judicial accionada ha dejado transcurrir un tiempo considerable sin desplegar alguna actuación para garantizar que algún conjuez acepte el cargo y avoque el conocimiento de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho que interpuso desde el 14 de diciembre de 2006.

1.2. Trámite de la acción de tutela

Mediante auto de 7 de junio de 2018
, el Magistrado Ponente de la Sección Cuarta del Consejo de Estado, admitió la solicitud de tutela y ordenó su notificación a las partes y a la Nación – Rama Judicial - Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, último como tercero interesado en las resultas del proceso.

1.3. Sentencia de tutela

Con sentencia de 8 de noviembre de 2018 se revocó el fallo de primera instancia y, en su lugar, se accedió a las pretensiones de la demanda, en los siguientes términos:

“PRIMERO: REVOCAR la sentencia de 26 de julio de 2018 proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado y, en su lugar, ACCEDER a las pretensiones de Pedro Octavio Munar Cadena por las razones expuestas en la parte motiva.

SEGUNDO: ORDENAR al Tribunal Administrativo de Cundinamarca que en lo sucesivo, de forma activa, busque que el procedimiento para la asignación de los jueces ad hoc y el trámite del proceso sea idóneo, razón por la cual deberá requerir al juez ad hoc Luis Alejandro Corzo Mantilla, para que en el menor tiempo posible asuma el conocimiento del caso correspondiente; en el evento de no ser viable su comparecencia, se le concede el término de diez (10) días contados a partir de la notificación de esta providencia para sortear un nuevo juez ad hoc que asuma el conocimiento del proceso.

TERCERO: ORDENAR al juez ad hoc Luis Alejandro Corzo Mantilla que en el término de tres (3) días contados a partir de la notificación de esta providencia, se acerque al tribunal accionado, ya sea para posesionarse o para manifestar su impedimento, con el fin de agilizar el proceso”.

Como sustento de la decisión se expuso que en el caso objeto de estudio se configuró la mora judicial por parte del Tribunal Administrativo de Cundinamarca y el juez ad hoc Luis Alejandro Corzo Mantilla, por las siguientes razones:

· Respecto del tribunal accionado, la Sala advirtió que entre la designación y aceptación de cada uno de los jueces ad hoc, la autoridad judicial ha dejado pasar lapsos de tiempo muy largos, sin que al efecto los requiera, lo cual ralentiza el trámite.

· En lo que concierne al juez ad hoc Luis Alejandro Corzo Mantilla, a la luz de los documentos enviados el 26 de octubre de 2018 por el tribunal, la Sala observó que se sí surtió la comunicación correspondiente, incluso hace más de nueve meses. Y en todo caso, si en gracia de discusión se aceptara lo expuesto por el señor Corzo Mantilla en el memorial allegado el 16 de octubre de 2018, lo cierto es que para el día 26 del mismo mes y año, aún no se había posesionado.
Ahora bien, en cuanto a su manifestación de impedimento  en el mismo memorial, la Sala fue clara en indicarle que el trámite  de la acción de tutela no es el medio legalmente establecido para plantearlo y mucho menos resolverlo, por lo que esto deberá ser propuesto ante la autoridad judicial competente, es decir, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y de conformidad con el procedimiento establecido.

Frente a la responsabilidad del juez ad hoc citó lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia T-687 de 2015:

“(…) recuerda la Sala que el artículo 116 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece respecto a la posesión y duración del cargo de conjuez, establece que una vez éste sea designado “deberá tomar posesión del cargo ante el Presidente de la sala o sección respectiva, por una sola vez, y cuando fuere sorteado bastará la simple comunicación para que asuma sus funciones”. En este orden, puede concluirse que una vez comunicada la designación como conjuez en la causa, asume las funciones públicas que su cargo implica, y de tal manera, ostenta las mismas responsabilidades y deberes del cargo para el que fue designado, no pudiendo tan solo sustraerse de sus obligaciones sin realizar ninguna manifestación al respecto, olvidando el compromiso asumido al ser incluido en la lista de conjueces”.
La sentencia de tutela de segunda instancia fue notificada mediante correos enviados el día 15 de noviembre de 2018.

1.4. Solicitud de adición de la sentencia

El 19 de noviembre de 2018, el señor Pedro Octavio Munar Cadena presentó, por medio de apoderada, una solicitud de adición y aclaración de la sentencia de segunda instancia:

i) Solicitud de adición

El accionante adujo lo siguiente:

“(…) a pesar de que esta Sala se pronunció sobre las pretensiones del accionante, la orden emitida al Tribunal accionado genera duda en su contenido, toda vez que, si bien lo conmina para que busque el procedimiento idóneo para la asignación de conjueces, no es claro si dentro de ese mandato se incluye el requerimiento para que el accionado ejerza control efectivo sobre las órdenes judiciales que adopte en cada sorteo, y que, a su vez, vele por el cumplimiento del mismo, pues tal y como lo solicité y manifesté en el escrito de tutela, no basta con otorgar un término para que el Tribunal accionado realice un nuevo sorteo, sino que, es necesario, ejercer control efectivo sobre las decisiones que adopte en cada sorteo y garantice el cumplimiento de cada uno de ellos.

La adición aquí solicitada se hace necesaria en el medida en que resulta indispensable dejar expresamente señalado aquello que aparentemente se interpreta de la decisión adoptada (…)”.

ii) Solicitud de aclaración 

Argumentó que teniendo en cuenta que una de las órdenes impartidas al Tribunal accionado fue que en el caso de no ser viable la comparecencia del juez ad hoc Luis Alejandro Corzo Mantilla, se le concedía el término de 10 días contados a partir de la notificación de la sentencia para sortear un nuevo juez ad hoc; solicitó aclarar que ese término de 10 días no solo aplica si no comparece el juez ad hoc Corzo Mantilla, sino para los demás casos de no comparecencia o impedimento de posibles jueces ad hoc que sean nombrados en su caso. 

2. CONSIDERACIONES

2.1. De la adición del fallo 

El Código General del Proceso en su artículo 287, aplicable a la acción de tutela en virtud de la integración normativa prevista en el artículo 2.2.3.1.1.3 del Decreto 1069 de 2015, de conformidad con el cual para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela son aplicables los principios generales del Código General del Proceso establece:

“Cuando la sentencia omita resolver sobre cualquiera de los extremos de la Litis o sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley debía ser objeto de pronunciamiento, deberá adicionarse por medio de sentencia complementaria, dentro de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte presentada en la misma oportunidad. …”. (Negrillas fuera de texto).

En tratándose de acciones de tutela es procedente la adición del fallo
, mediante una sentencia complementaria, cuando quiera que ella resulte necesaria para garantizar el debido proceso de los intervinientes o para la efectiva garantía de los derechos fundamentales involucrados en la petición de amparo, para efectos de que la orden que se imparta tenga la virtualidad de salvaguardar el núcleo esencial del derecho objeto de protección constitucional. 

Lo anterior se desprende de los principios que informan la acción de tutela consagrados en el artículo 3º del Decreto 2591 de 1991, que establece: “Artículo 3º del Decreto 2591 de 1991: “PRINCIPIOS. El trámite de la acción de tutela se desarrollará con arreglo a los principios de publicidad, prevalencia del derecho sustancial, economía, celeridad y eficacia”.

2.2. De la aclaración de las providencias

El Decreto Ley 2591 de 1991, “por el cual se reglamenta la acción de tutela”, no prevé expresamente la aclaración de las sentencias de tutela, pero tampoco dicho reglamento la prohíbe. Es por ello que, esta Corporación
, en lo que no se oponga a la naturaleza de la acción, ha utilizado los mecanismos procesales que consagra el Código General del Proceso para cuando se requiera subsanar eventuales vacíos de la regulación del procedimiento de la tutela
.

Al regular la aclaración de las sentencias, el Código General del Proceso, dispuso lo siguiente:

“Artículo 285. Aclaración. La sentencia no es revocable ni reformable por el juez que la pronunció. Sin embargo, podrá ser aclarada, de oficio o a solicitud de parte, cuando contenga conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o influyan en ella.

(…)”

En lo que se refiere a la aclaración de la sentencia, de conformidad con el artículo 285 del Código General del Proceso, las partes cuentan con la posibilidad para que ante razonamientos que contengan un entendimiento confuso o que trasciendan en la parte resolutiva de una providencia, soliciten al juez mayor precisión. 
Así las cosas, como lo manifestó esta Sección en el auto del 23 de marzo de 2017 con ponencia de la Consejera (E) Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, ante tal puntual objetivo de la institución procesal de aclaración de las providencias, no es viable, so pretexto de pedir que se aclare una sentencia, pretender que ésta se amplíe, que se otorgue otro alcance a lo decidido, o que se revoque lo resuelto. 

En efecto, si al aclarar una sentencia se restringen o se amplían los alcances de la decisión, o se cambian los motivos en que se basa, no se estará en realidad ante una aclaración de un fallo, sino ante uno nuevo, lo cual atenta contra los principios de la cosa juzgada, y la seguridad jurídica.

Por lo tanto, solo si se evidencia del contenido de la providencia en la ratio decidendi o razón de ser de la decisión, la presencia de conceptos o de frases que presenten falta de certeza razonable, que influyan en la parte resolutiva o que aparezcan en ésta, procede aclarar la providencia. 

2.3. Análisis de los requisitos de procedibilidad de la solicitud 

Previo abordar el estudio de fondo de la solicitud de adición y de aclaración de la sentencia de 8 de noviembre de 2018, es preciso verificar previamente si ésta cumple con los requisitos de procedibilidad. 

Al respecto es importante señalar que no existe objeción en lo que se refiere a la legitimación para pedir la adición y de aclaración, pues la petición la elevó el señor Pedro Octavio Munar Cadena como accionante dentro de la tutela de la referencia. De igual forma, se presentó de manera oportuna, en consideración a que el fallo se notificó por correo electrónico enviado el 15 de noviembre de 2018 a las partes, por lo que el término para radicar la solicitud vencía el 20 de noviembre de la misma anualidad y, la solicitud se presentó el 19 de ese mismo mes y año, por lo que se hizo en término. 
2.4. Estudio de la solicitud de aclaración

De conformidad con lo solicitado por el accionante, para la Sala procede la petición de aclaración del fallo de segunda instancia, por cuanto se advierte que en efecto la orden impartida en el numeral segundo del fallo de 8 de noviembre de 2018, se puede llegar a prestar para confusiones alrededor de si esos 10 días que se le conceden al Tribunal Administrativo de Cundinamarca son solo para efectuar un nuevo sorteo de conjuez en el evento en el que el juez ad hoc Luis Alejandro Corzo Mantilla no comparezca o aplica también para los demás posibles jueces ad hoc que durante el trámite no comparezcan o se declaren impedidos, hasta que alguna autoridad judicial avoque el conocimiento del proceso del actor.
En ese sentido, es menester precisar que la orden se debe cumplir en lo sucesivo y aplica para todos los jueces ad hoc que en adelante lleguen a ser nombrados en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho iniciado por el accionante.

2.5. Estudio de la solicitud de adición

De acuerdo con lo señalado por el señor Pedro Octavio Munar Cadena, la Sala observa que la solicitud está encaminada a que esta Sección se pronuncié sobre el “control efectivo” de las decisiones que el Tribunal adopte en cada sorteo.

Al respecto, se advierte que tanto en el escrito inicial de la tutela como en la impugnación, el tutelante hizo referencia a este aspecto en los siguientes términos:

- Escrito inicial de la tutela

El actor manifestó que “Si el conjuez ad hoc designado no toma posesión del cargo, lo jurídicamente correcto es que profiera providencia para requerirlo, sancionarlo o tramitar su exclusión de la lista de conjueces, en los términos del artículo 116 del Código de Procedimiento Civil”.

Se refirió a algunos pronunciamientos de la Corte Constitucional, con el fin de señalar que el cumplimiento por parte de las autoridades y los particulares de las decisiones judiciales, garantiza la efectividad de los derechos fundamentales de quienes acceden a la administración de justicia.

Finalmente citó un aparte de la sentencia T-687 de 2015, la cual, según el actor, en un caso similar afirmó que “corresponde a la Presidencia del Tribunal Administrativo, como entidad que realizó dicha designación, velar por el cumplimiento de la orden judicial emitida. En efecto, ha debido requerir al conjuez para que manifestara el por qué no se había posesionado en las funciones asignadas”. 

- Impugnación

Reiteró los argumentos expuestos en el escrito de tutela relacionados con la necesidad de que el Tribunal accionado adopte medidas dirigidas a asegurar la designación y posesión del conjuez electo. Insistió en que dicha autoridad ha dejado transcurrir un tiempo considerable sin desplegar alguna actuación para garantizar que algún conjuez acepte el cargo y avoque el conocimiento de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho que interpuso desde el 14 de diciembre de 2006.

De lo expuesto, la Sala encuentra que tal objeto de la litis no fue decidido, razón por la cual procede la petición de adición del fallo de segunda instancia dictado el 8 de noviembre de 2018. En ese sentido, se adiciona el fallo de la referencia en el entendido de que en el caso en el cual los jueces ad hoc, en el plazo fijado, no asuman el conocimiento del proceso del actor sin manifestar las razones para no hacerlo, se ordena al Tribunal Administrativo de Cundinamarca compulsar copias al Consejo Superior de la Judicatura, con el fin de que estos funcionarios sean investigados disciplinariamente, con lo cual, se materializa el “control efectivo” al que hizo referencia el señor Munar Cadena.

Finalmente, teniendo en cuenta que el señor Luis Alejandro Corzo Mantilla allegó memorial mediante el cual adujo que ya había radicado su manifestación de impedimento ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, esta Sala advierte que no existe constancia de tal afirmación, pues en los reportes del Tribunal y del Juzgado 24 Administrativo de Bogotá no obra registro de tal actuación. En ese sentido, se ordena informarle dicha situación a la Sección Cuarta, como juez de primera instancia de la acción de tutela, para que determine si hay lugar a dar apertura al trámite incidental de desacato.

En todo caso, la Sala le recuerda al accionante que dicho mecanismo (incidente de desacato) se encuentra a su disposición si advierte algún incumplimiento de la orden impartida en el marco de esta acción de tutela.

De conformidad con lo anterior, esta Sala accederá la solicitud de adición y aclaración de la sentencia, en aplicación del artículo 287 del Código General del Proceso.

En mérito de lo expuesto, la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley:
RESUELVE:

PRIMERO: ACLARAR la sentencia de 8 de noviembre de 2018, bajo el entendido que el plazo de diez (10) días concedido en el numeral segundo al Tribunal Administrativo de Cundinamarca aplica para todos los jueces ad hoc que en adelante lleguen a ser nombrados en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho iniciado por el accionante.

SEGUNDO: ADICIONAR el siguiente numeral a la parte resolutiva de la sentencia de la referencia:

SEXTO: ORDENAR al Tribunal Administrativo de Cundinamarca que, en el caso en el cual los jueces ad hoc en el plazo fijado, no asuman el conocimiento del proceso radicado No. 11001333100120120019001, sin manifestar las razones para no hacerlo, compulsar copias al Consejo Superior de la Judicatura, con el fin de que estos funcionarios sean investigados disciplinariamente.

TERCERO: ORDENAR a la Secretaría General dar cumplimiento al numeral quinto del fallo de tutela de 8 de noviembre de 2018, consistente en remitir el expediente de la referencia a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero
� Folio 25. 


� Esta procedencia ha sido admitida inclusive por la Corte Constitucional. Auto No. 287 de 2011. Magistrado Ponente Mauricio González Cuervo.


� Consejo de Estado, Sección Quinta, Auto del 23 de marzo de 2017. M.P (E). Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. Rad. 2016-01345-01.


� De conformidad a la integración normativa del artículo 2.2.3.1.1.3 del Decreto 1069 de 2015 que recoge lo contemplado en el artículo 4 del Decreto 306 de 1992�, el cual dispone:“(…) de los principios aplicables para interpretar el procedimiento previsto por el Decreto 2591 de 1991. Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho Decreto”. (Resalta la Sala)








